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SINOPSIS 




			 




			Este clásico de la ciencia política traza los principales elementos que configuran una democracia, las instituciones que la sustentan, las condiciones económicas y sociales que favorecen su desarrollo y los criterios necesarios para evaluarla. Desde sus orígenes históricos y filosóficos hasta los retos que deberá afrontar a lo largo del siglo XXI, en este breve libro se configura una definición precisa, certera e inteligible del sistema democrático. Una lectura imprescindible para cualquiera que esté mínimamente interesado en la política de su tiempo.
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ROBERT DAHL  Y LA TEORÍA DE LA DEMOCRACIA 




			



			 






			Robert Dahl (1915 - 2014), que siempre estuvo asociado a la prestigiosa universidad de Yale, es uno de los grandes autores de la teoría de la democracia. Casi puede decirse que todos los avances habidos en ella en la segunda mitad del siglo XX lo han tenido a él como «animador» del debate. O, más bien, como el inspirador de nuevas formas de abordarlo. Ello se debe en parte a su insistente empeño por no dejar fuera ninguno de los problemas que le han venido persiguiendo desde sus orígenes y a la necesidad de dar cuenta de sus muchas transformaciones en un mundo en cambio constante. Y ello porque la democracia, tan aparentemente sencilla, es mucho más compleja y polifacética de lo que se piensa.  




			Las dificultades por trazar el campo semántico del concepto de democracia se deben a su misma naturaleza bifronte: las democracias son sistemas políticos que tienen una determinada plasmación «real»; no podemos saber lo que es la democracia sin estudiar cómo es o ha sido en sus diferentes manifestaciones históricas. Pero junto a esta dimensión empírica habita su naturaleza normativa: la democracia es un «ideal» cargado de valores como justicia, igualdad, seguridad, decencia. Y este ideal que sustenta el concepto de ciudadanía hace que difícilmente podamos darnos por satisfechos con cualquiera de sus diferentes concreciones, y nos permite también emprender una continua evaluación crítica de la realidad política. En los innumerables estudios que la ciencia política de hoy dedica a la democracia, sin duda su tema central, hay una cierta división del trabajo que se organiza, precisamente, a partir de estas dos dimensiones. Un extenso grupo de politólogos, armados de una creciente sofisticación metodológica, desmenuzan y comparan las distintas variedades de democracia dentro y entre diferentes áreas geográficas; especifican las peculiaridades de cada proceso de transición y las condiciones de la consolidación democrática; ponderan también las distintas variables que favorecen o empecen el desarrollo y asentamiento de la democracia, etc. Los normativistas, por su parte, están más interesados en cuestiones tales como la fundamentación filosófica de la democracia y los valores que le son propios, la naturaleza del pluralismo, los mecanismos de integración normativa y el multiculturalismo, y, en general, en todos los aspectos que inciden directamente sobre el concepto de ciudadanía. En este campo es también irremediable una cierta dispersión y especialización conceptual, así como la importación de algunos de los matices del más amplio debate en torno al liberalismo, el comunitarismo y el republicanismo.  


			

			Un tema en el que comienzan a tenderse puentes entre las casi aisladas tribus de los «empíricos» y los «normativistas» es, precisamente, éste de la democracia. La doble naturaleza de su concepto hace ineludible emprender proyectos cooperativos que se ven favorecidos por los resultados obtenidos por cada una de estas perspectivas. Valgan como ejemplo dos áreas temáticas de gran actualidad: primero, los estudios teóricos sobre la «ciudadanía multicultural», que comienzan a beneficiarse de forma creciente de los avances habidos en los estudios empíricos sobre el funcionamiento del federalismo u otras formas de organización y distribución territorial del poder; y a la inversa. Y, en segundo lugar, la nueva literatura aparecida recientemente sobre democracias iliberales o defectivas. Es decir, el análisis de sistemas políticos que reúnen algunas de las características formales de la democracia, como la presencia de multipartidismo y elecciones regulares, por ejemplo, pero que carecen de otras, como pueden ser las garantías de los principios y prácticas esenciales de la democracia liberal. Aquí, como antes ocurrió en los estudios sobre transiciones y consolidaciones democráticas, se hace imprescindible una clara elaboración de los aspectos normativos del concepto de democracia.  




			Si ha habido un autor que ha suministrado un permanente alimento teórico y conceptual a ambos tipos de estudios es, sin duda, Robert Dahl. Pocos personifican tan claramente la función de «llave» entre las dos dimensiones del concepto de democracia. Perseguir su biografía intelectual equivale a penetrar en los entresijos de la agenda de los estudios de la democracia que se corresponden con su ya larga biografía. Como él mismo reconoció en una entrevista hecha por el profesor español Vargas Machuca —que sirve para abrir los dos gruesos volúmenes que recogen sus artículos dispersos de 1940 a 1989—, ha seguido siempre un «estilo orientado a los problemas». O, lo que es lo mismo, sus reflexiones se construían a partir de la presentación de algún problema de relevancia empírica o normativa presentado en forma de una o varias preguntas o a partir de algún «dilema». Así, por ejemplo, en uno de sus primeros libros —Who Governs? (1961)— trata de responder a esta cuestión a través de un análisis empírico que busca evaluar qué grupos sociales predominan en la adopción de decisiones en un municipio estadounidense, New Haven en este caso. Con ello entraba de lleno en el debate suscitado en la época por Wright Mills, que afirmaba la existencia en Estados Unidos de una «élite del poder» que negaba en la práctica el pluralismo que se reconocía en la teoría. Esta obra de Dahl sirve para sostener la tesis contraria, pero también para que él mismo tomara conciencia de nuevos problemas y, a partir de ellos, organizara el método más adecuado para buscarles una solución. Su postura a este respecto ha sido siempre clara: la cuestión que se desea investigar debe decidir la opción por una metodología u otra, sin dogmatismos; una metodología nunca debe dictar la selección de las preguntas. 




			Las diferentes respuestas obtenidas fueron organizándose poco a poco en una teoría abierta, de gran rigor analítico, que tiene su primera gran plasmación en La Poliarquía (1971). En este libro, que pronto se convertiría en un clásico, Dahl ofrece su presentación más elaborada de los requisitos mínimos de las «poliarquías» modernas, término que fleta para referirse a la democracia de nuestros días, caracterizada por el gobierno representativo y el sufragio universal. Los criterios de la «democracia procedimental» o del «proceso democrático», que extrae de la naturaleza ideal de la democracia y que encontrarían su formulación definitiva en La democracia y sus críticos (Paidós, 1990), se acompañan también de consideraciones más empíricas sobre las condiciones necesarias que habría de reunir un país para favorecer la aparición y el asentamiento de las instituciones y prácticas democráticas. Aunque no es, desde luego, el precursor de este tipo de estudios, su huella se detecta en posteriores trabajos de Lipset, Linz, Diamond y hasta en el Huntington de la Tercera ola (1991).  




			Dahl siempre ha utilizado la metáfora del viaje para referirse a la evolución de la democracia por la historia, un trayecto que se inicia en la Grecia y Roma antiguas, debe atravesar después largos desiertos, con algún que otro oasis aquí y allá, y entra de nuevo en un territorio que, salvo por recesos ocasionales, se va haciendo cada vez más frondoso hasta llegar al tiempo presente. Si aplicamos el mismo símil a la propia ocupación de Dahl con la democracia, que literalmente cubre toda su vida académica, nos encontramos con un proceso evolutivo que en sus últimos estudios está marcado por la sensibilización hacia dos fenómenos: primero, por atender adecuadamente a la dimensión estrictamente normativa y conceptual de la teoría democrática. La  democracia y sus críticos puede considerarse a estos efectos como su punto álgido. Y, en segundo lugar, y en parte como consecuencia de lo anterior, por su reivindicación del problema de la igualdad. Su misma definición del ideal democrático hace de la igualdad el valor normativo supremo al presuponer «a personas gobernándose a sí mismas como políticamente iguales y poseyendo los recursos e instituciones necesarios para ello». Estas demandas del concepto de igualdad acabarían enfrentando a Dahl con los problemas del tumultuoso y nunca pacífico matrimonio entre democracia y capitalismo. Le conducirían también a elevar importantes críticas al sistema político y social estadounidense, siempre renuente a la hora de tratar de mitigar los problemas de la desigualdad por la vía de una mayor intervención pública redistributiva y por ser incapaz de generar fuerzas políticas efectivas que la promuevan. Desde la perspectiva que dan los años, tienen una gran originalidad sus escarceos con la idea de la «democracia económica», el intento de buscar mecanismos de participación de los trabajadores en las empresas y sus beneficios. 




			Durante los últimos años se ha dedicado preferentemente a inquirir sobre el futuro de la democracia y las amenazas que se ciernen sobre ella. A este respecto, además de manifestar sus temores ante los peligros de la globalización y la correlativa necesidad de delegar decisiones políticas en instancias supranacionales sujetas a un menor control democrático, ha insistido en la importancia de la competencia cívica como salvaguarda fundamental de los avances democráticos. En definitiva, ningún sistema democrático posee un mecanismo automático que asegure la preservación de sus logros o lo dirija hacia nuevos y más ambiciosos objetivos. Su mensaje es claro: «Los valores y fines de la democracia acabarán sucumbiendo si quienes creen en ellos, dejan de apoyarlos lo mejor que puedan».  




			El libro que el lector tiene ahora entre sus manos es algo más que un pequeño manual. Sintetiza, de forma digerible para el gran público, las principales conclusiones de toda una vida dedicada al estudio de la democracia. Y su aparente simplicidad y claridad de ideas no obedecen sólo a un intento por «simplificar» un debate complejo; la selectividad de los temas y la manera en las que los expone está pensada más bien, como dice el subtítulo de la obra, para aproximarlos a los ciudadanos, los verdaderos protagonistas de un régimen político que, como acabamos de ver, tiene en ellos a su pieza fundamental.  
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CAPÍTULO I 




			



			 






			
¿NECESITAMOS REALMENTE UNA GUÍA? 




			



			 






			A lo largo de la segunda mitad del siglo XX, el mundo fue testigo de un cambio político extraordinario y sin precedentes. Todas las principales alternativas a la democracia, o bien desaparecieron, o se transformaron en residuos exóticos, o se retiraron de la palestra para encerrarse en sus últimos baluartes. En anteriores períodos del siglo, los enemigos premodernos de la democracia —la monarquía centralizada, la aristocracia hereditaria, la oligarquía apoyada en el sufragio restrictivo o exclusivista— ya habían perdido su legitimidad a los ojos de gran parte de la humanidad. Los principales regímenes antidemocráticos del siglo —comunismo, fascismo, nazismo— desaparecieron en las ruinas de una guerra calamitosa o, como la Unión Soviética, colapsaron desde dentro. Las dictaduras militares habían sido bastante desacreditadas por sus fracasos, particularmente en América Latina; allí donde consiguieron sobrevivir, adoptaron una fachada pseudodemocrática. 




			¿Había al fin ganado la democracia la disputa por el apoyo del pueblo a lo largo y ancho del mundo? Difícilmente. Los valores y movimientos antidemocráticos continuaron existiendo, frecuentemente asociados al nacionalismo fanático o al fundamentalismo religioso. Los gobiernos democráticos (con diferentes grados de «democracia») existían en menos de la mitad de los países del mundo, y abarcaban a menos de la mitad de la población mundial. Un quinto de la población del mundo vivía en China, que en sus cuatro mil años de eminente historia jamás había experimentado un gobierno democrático. En Rusia, que sólo había hecho la transición al gobierno democrático durante la última década del siglo, la democracia era frágil y gozaba de un débil apoyo. Incluso en países en los que la democracia había sido establecida hacía tiempo y parecía asegurada, algunos observadores pensaron que estaba en crisis, o al menos severamente afectada por una disminución de la confianza de los ciudadanos en que sus líderes electos, los partidos políticos y los cargos públicos, pudieran combatir adecuada y eficazmente cuestiones como el persistente desempleo, la pobreza, la delincuencia, los programas del bienestar, la inmigración, la política fiscal y la corrupción. 




			Supongamos que dividimos los casi doscientos países del mundo entre aquellos con gobierno no democrático, aquellos con gobierno democrático reciente, y aquellos con gobierno democrático antiguo y relativamente bien establecido. Ciertamente, cada grupo contendrá un conjunto de países de gran diversidad. Aun así, nuestra triple simplificación nos permite comprobar cómo vistos desde una perspectiva democrática cada uno de los grupos afronta un desafío diferente. Desde la perspectiva de los países no democráticos, el desafío consiste en ver si pueden realizar la transición  a la democracia y cómo han de hacerlo. Para los nuevos países democráticos, el reto es ver si y cómo pueden ser reforzadas las nuevas instituciones y prácticas democráticas o, como dirían algunos politólogos, si pueden ser consolidadas,  de forma que puedan pasar la prueba del tiempo, el conflicto político y la crisis. Para las viejas democracias, el reto estriba en perfeccionar y profundizar la democracia. 




			En este punto, sin embargo, bien cabría preguntar: Pero ¿qué es lo que entendemos por democracia? ¿Qué distingue a un gobierno democrático de otro no democrático? Si un gobierno no democrático hace la transición a la democracia, ¿hacia dónde se dirige la transición? ¿Cuándo podemos saber si la ha efectuado o no? En lo referente a las democracias en proceso de consolidación, ¿qué es exactamente lo que se consolida? Y ¿qué significa hablar de profundizar la democracia en un país democrático? Si un país es ya democrático, ¿cómo puede llegar a ser más democrático todavía? Y así sucesivamente. 




			Sobre la democracia se ha discutido una y otra vez a lo largo de los últimos dos mil quinientos años, tiempo suficiente para aportar un ordenado conjunto de ideas sobre la misma en el que todos, o casi todos, podrían estar de acuerdo. El que sea para bien o para mal es ya otra cosa. 




			Los veinticinco siglos a lo largo de los cuales la democracia ha sido discutida, debatida, defendida, atacada, ignorada, establecida, practicada, destruida, y después reinstaurada, no han conseguido, o así parece, generar un acuerdo sobre algunas de sus cuestiones fundamentales. 




			Irónicamente, el mismo hecho de que la democracia posea una historia tan dilatada, ha contribuido a la confusión y al desacuerdo, pues democracia ha significado muchas cosas distintas para gente diferente en diversas épocas y lugares. En efecto, durante largos períodos de tiempo de la historia humana, la democracia desapareció en la práctica, sobreviviendo apenas como una idea o una memoria entre unos pocos distinguidos. Hasta hace tan sólo un par de siglos —diez generaciones, digamos—, la historia de auténticos ejemplos de democracia era muy breve. La democracia fue más un objeto de debate filosófico que un sistema político real que pudiera ser adoptado y practicado por la gente. E incluso en los extraños casos en los que realmente existió una «democracia» o una «república», la mayoría de los adultos no estaban autorizados a participar en la vida política. 




			Aunque, en su sentido más general, la democracia es antigua, la forma de democracia de la que principalmente voy a ocuparme en este libro es un producto del siglo XX. Hoy hemos llegado a presuponer que la democracia debe garantizar el derecho de voto a prácticamente cualquier ciudadano adulto. Aun así, hasta hace unas cuatro generaciones —en torno a 1918, o al final de la Primera Guerra Mundial— en toda democracia o república independiente que había existido hasta entonces, una buena mitad de todos los adultos había sido excluida del pleno derecho de ciudadanía. Eran, desde luego, las mujeres. 




			Aquí hay, entonces, una cuestión llamativa: si aceptamos el sufragio universal de los adultos como requisito de la democracia, en prácticamente todos los países democráticos habrá algunas personas que tendrán más años que su sistema de gobierno democrático. La democracia en nuestro sentido moderno puede no ser exactamente joven, pero casi no tiene nada de antigua. 




			Inmediatamente podrá objetarse: ¿Acaso no eran los Estados Unidos una democracia desde la Revolución americana en adelante —una «democracia en una república», como Abraham Lincoln la denominó? El ilustre escritor francés Alexis de Tocqueville, después de visitar los Estados Unidos en 1830, ¿acaso no tituló su conocida obra como De  la democracia en América? Y, en el siglo V a. C. ¿no llamaron los atenienses a su sistema político «democracia»? ¿Qué fue la república romana sino una forma de democracia? Si «democracia» ha significado cosas diferentes en épocas distintas, ¿cómo podemos llegar a estar de acuerdo sobre lo que hoy en día significa? 




			Podemos proseguir con otras cuestiones: ¿Por qué, en todo caso, es deseable la democracia? Y, ¿cuán democrática es la «democracia» en países que hoy calificamos como democráticos: Estados Unidos, Gran Bretaña, Francia, Noruega, Australia y muchos otros? Más aún, ¿es posible explicar por qué estos países son democráticos y otros no? Las preguntas podrían seguir y seguir. 




			La respuesta al interrogante del título de este capítulo es, entonces, bastante clara. Si está interesado en buscar respuestas a algunas de las preguntas más básicas sobre la democracia, una guía puede ayudar. 




			Desde luego, a lo largo de este corto periplo no encontraremos respuestas a todas las cuestiones que podríamos querer plantear. Para que nuestro viaje sea relativamente breve y manejable, tendremos que evitar innumerables caminos que quizá pensara debieran ser explorados. Puede que sea así, y espero que al final de nuestro recorrido usted decida emprender esta tarea por sí mismo. Para ayudarle, al final del libro encontrará una breve lista de obras relevantes para facilitarle lecturas sucesivas. 




			Nuestra travesía se inicia en el principio: los orígenes de la democracia. 




			



	    


	 	

	    

			 


            
Primera parte 


			 


			

			
EL COMIENZO 




			



	    


	 	

	    

             


CAPÍTULO II 




			



			 






			
¿DÓNDE Y CÓMO SE INICIÓ EL DESARROLLO DE LA DEMOCRACIA? 




			



			 






			Una breve historia 




			



			 






			Como se recordará, comencé diciendo que la democracia ha sido discutida una y otra vez durante dos mil quinientos años. Podríamos preguntarnos si la democracia es realmente tan antigua. Muchos estadounidenses, y probablemente muchos que no lo son, pueden pensar que la democracia comenzó hace doscientos años en los Estados Unidos. Otros, conscientes de sus raíces clásicas, podrán reivindicar la Grecia antigua o Roma. ¿Dónde se inició exactamente y cómo fue evolucionando? 




			Podría agradarnos contemplar la democracia avanzando de forma más o menos continua desde su invención, por así decir, en la Grecia antigua hace veinticinco siglos, y extendiéndose gradualmente desde tan minúsculo origen hasta el día actual, cuando ha llegado a cualquier continente y a una porción sustancial de la humanidad. 




			Una bonita imagen, pero falsa por dos razones. 




			En primer lugar, porque como bien sabe cualquiera que conozca la historia europea, después de sus primeros siglos en Grecia y Roma, el progreso del gobierno popular derivó en su caída y desaparición. Incluso aunque nos permitiéramos una considerable laxitud a la hora de decidir qué gobiernos podemos considerar como «populares», «democráticos», o «republicanos», su avance y caída no podría ser descrita como una constante subida ascendente hacia la distante cima, sólo interrumpida por breves descensos aquí y allá. La dirección de la historia democrática, por el contrario, se parecería al camino de un viajero que atraviesa un desierto llano y casi infinito, interrumpido sólo por unas pocas colinas hasta que el sendero inicia la larga ascensión hasta las alturas actuales (cuadro 1). 




			En segundo lugar, sería un error presuponer que la democracia fue inventada de una vez por todas, como ocurrió, por ejemplo, con la máquina de vapor. Cuando los antropólogos y los historiadores descubren que instrumentos y prácticas similares han aparecido en diferentes tiempos y lugares, generalmente desean saber por qué se producen estas apariciones separadas. ¿Se extendieron estos instrumentos y prácticas por su difusión a otros grupos desde sus inventores originales, o, por el contrario, fueron inventadas independientemente por grupos diferentes? A veces es difícil encontrar una respuesta, quizá imposible. Lo mismo ocurre con el desarrollo de la democracia en el mundo. ¿Qué parte de su propagación puede explicarse simplemente por su difusión desde sus fuentes tempranas y qué parte, si es que la hay, proviene de haberse inventado de forma independiente en distintos tiempos y lugares? 




			A pesar de que, en lo relativo a la democracia, la respuesta está rodeada de gran incertidumbre, mi lectura de su origen histórico es, en esencia, la siguiente: parte de la expansión de la democracia —quizá una buena parte de ella— puede explicarse fundamentalmente por la difusión de ideas y prácticas democráticas, pero esto no puede agotar toda la explicación. Como el fuego, la pintura o la escritura, la democracia parece haber sido inventada más de una vez, y en más de un lugar. Después de todo, si las condiciones fueron favorables para la invención de la democracia en un tiempo y lugar concretos (Atenas, digamos, en torno al 500 a. C.), ¿pueden haber existido parecidas condiciones favorables en alguna otra parte? 
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			Doy por supuesto que la democracia puede ser inventada y reinventada de manera independiente dondequiera que se den las condiciones adecuadas. Y las condiciones adecuadas han existido, creo, en tiempos distintos y en lugares diferentes. Del mismo modo que la provisión de tierra cultivable y la existencia de precipitaciones adecuadas han favorecido generalmente la aparición de la agricultura, así también algunas condiciones propicias han reforzado siempre la tendencia al desarrollo del gobierno democrático. Por ejemplo, debido a estas condiciones favorables, probablemente existió alguna forma de democracia en los gobiernos tribales mucho antes del período histórico documentado. 




			Consideremos esta posibilidad: Supongamos que un conjunto de personas constituye un grupo bien unificado —«nosotros» y «ellos», los nuestros y los de ellos, mi tribu y otras tribus—. Asumamos, además, que el grupo —la tribu, por así decir— es bastante independiente del control por parte de extraños; los miembros de la tribu pueden organizar su propio funcionamiento —por utilizar este símil— sin ninguna interferencia por parte de otros. Presupongamos, por último, que un considerable número de los miembros del grupo —los ancianos de la tribu, quizá— se consideran a sí mismos igualmente cualificados en la práctica para intervenir en el gobierno del grupo. Creo que, en estas circunstancias, las tendencias democráticas tienden a aparecer. Un avance hacia la participación democrática se desarrolla desde lo que podemos denominar la lógica de la  igualdad. 




			Durante el largo período en el que los humanos cohabitaron en grupos pequeños y sobrevivieron mediante la caza y la recolección de raíces, frutas, bayas y otros dones de la naturaleza, sin duda llegaron a desarrollar a veces, quizá habitualmente, un sistema en el que un buen número de sus miembros, animados por la lógica de la igualdad —los más ancianos y experimentados, en todo caso—, participaban en cualesquiera de las decisiones que habían de adoptar como tal grupo. Que esto tuvo que haber sido así lo atestiguan convincentemente estudios de sociedades tribales no alfabetizadas. Durante muchos miles de años, pues, alguna forma de democracia primitiva bien pudo haber sido el sistema político más «natural». 




			Sabemos, sin embargo, que tan largo período de tiempo llegó a su fin. Cuando los humanos comenzaron a asentarse durante extensos lapsos de tiempo en comunidades fijas, dedicándose primariamente a la agricultura y el comercio, el tipo de circunstancias favorables a la participación popular en el gobierno que acabo de mencionar —identidad de grupo, pequeña interferencia exterior, un presupuesto de igualdad— parece que empezaron a escasear. Formas de jerarquía y dominación devinieron más «naturales». Su resultado fue que los gobiernos populares desaparecieron entre los pueblos sedentarios durante miles de años. Fueron reemplazados por monarquías, despotismos, aristocracias u oligarquías, todas ellas basadas en alguna forma de gradación o jerarquía. 




			En torno al año 500 a. C., volvieron a aparecer en algunos lugares ciertas condiciones favorables y unos cuantos pequeños grupos de personas comenzaron a desarrollar sistemas de gobierno que ofrecieron oportunidades bastante extensas de participación en las decisiones del grupo. La democracia primitiva, cabe decir, fue reinventada en una forma más avanzada. Los desarrollos más cruciales se produjeron en Europa, tres en el Mediterráneo, otros en el norte del continente. 




			



			 






			El Mediterráneo 




			



			 






			Fue en la Grecia y Roma clásicas, en torno al año 500 a. C., donde se establecieron por vez primera sistemas de gobierno que permitieron la participación popular de un sustancial número de ciudadanos sobre bases tan sólidas que, con cambios ocasionales, pervivieron durante siglos. 




			



			 






			Grecia 




			



			 






			La Grecia Antigua no fue un país en el sentido moderno del término, un lugar en el que todos los griegos vivieran dentro de un único Estado con un gobierno único. Por el contrario, Grecia se componía de varios cientos de ciudades independientes, cada una con sus tierras circundantes. Contrariamente a los Estados Unidos, Francia, Japón y otros países modernos —Estados-nación o Estados nacionales que en gran medida han dominado el mundo moderno—, los Estados soberanos de Grecia fueron ciudades-estado. La ciudad-estado más famosa, tanto en la época clásica como en épocas posteriores, fue Atenas. En el año 507 a. C., los atenienses adoptaron un sistema de gobierno popular que perduró durante casi dos siglos hasta que la ciudad fue sometida por su más poderoso vecino del norte, Macedonia. (Después del 321 a. C., el gobierno ateniense fue sobreviviendo a duras penas bajo control macedonio durante generaciones; luego la ciudad fue sometida de nuevo, esta vez por los romanos.) 




			Fueron los griegos —probablemente los atenienses— quienes acuñaron el término democracia, o demokratia, de las palabras griegas demos, el pueblo, y kratos, gobierno. Es interesante, por cierto, que mientras que en Atenas la palabra demos se refería usualmente a todo el pueblo ateniense, en ocasiones sólo aludía a la gente corriente o incluso a los pobres. La palabra democracia parece que fue utilizada a veces por sus críticos aristocráticos como una especie de epíteto, para mostrar su desprecio por la gente común que había arrebatado a la aristocracia su anterior control sobre el gobierno. En cualquier caso, demokratia se aplicó específicamente —por los atenienses y otros griegos— al gobierno de Atenas y también de otras muchas ciudades de Grecia.1 




			Entre las democracias griegas, la de Atenas fue con mucho la más importante, la más conocida en su época y en la actualidad, con una incomparable influencia sobre la filosofía política, y con posterioridad ha sido considerada a menudo como ejemplo de participación cívica o, como algunos dirían, de democracia participativa. 




			El gobierno de Atenas era complejo, demasiado complejo para ser adecuadamente descrito aquí. En su núcleo y a la cabeza había una asamblea en la que podían participar todos los ciudadanos. La asamblea elegía a unos pocos cargos clave —los generales, por ejemplo, por muy extraño que nos pueda parecer—. Pero el principal método de selección de los ciudadanos que debían ocupar otros cargos cívicos fue el sorteo, al que ciudadanos elegibles se sometían para ser seleccionados en régimen de igualdad. Según algunas estimaciones, un ciudadano corriente tenía una razonable posibilidad de ser elegido por sorteo al menos una vez a lo largo de su vida para servir en el más importante cargo presidencial en el gobierno. 




			Aunque algunas ciudades griegas se unieron para formar rudimentarios gobiernos representativos en alianzas, ligas y confederaciones (principalmente dirigidas a la defensa común), se sabe poco de estos sistemas representativos. Prácticamente no dejaron ninguna huella sobre las ideas y prácticas democráticas y, desde luego, ninguna sobre la posterior forma de democracia representativa. Tampoco el sistema ateniense de selección de cargos públicos por sorteo se convirtió nunca en una alternativa aceptable a las elecciones como forma de selección de representantes. 




			De este modo, las instituciones políticas de la democracia griega, por muy innovadoras que fueran en su tiempo, fueron ignoradas o incluso directamente rechazadas durante el desarrollo de la democracia representativa moderna. 




			



			 






			Roma 




			



			 






			Aproximadamente en el mismo período en el que el gobierno popular fue introducido en Grecia, hizo también su aparición en la península italiana, en la ciudad de Roma. Los romanos, sin embargo, decidieron designar a su sistema con el nombre de república, de res, que en latín significa cosa o asunto, y publicus, público: referido de forma imprecisa, una república era la cosa que pertenecía al pueblo. (Luego volveré sobre estas palabras, democracia y república.) 




			El derecho a participar en el gobierno de la República estaba restringido en sus comienzos a los patricios o aristócratas. Pero, siguiendo unas pautas que volveremos a encontrarnos, tras muchas luchas por parte de la gente común (la plebs, o plebeyos), éstos también consiguieron su integración en el sistema. Al igual que en Atenas, el derecho a participar se restringió a los hombres, tal y como ocurrió en todas las demás democracias y repúblicas hasta el siglo XX. 




			Desde sus orígenes como una ciudad de tamaño muy modesto, la República romana se expandió mediante la anexión y conquista de territorios mucho más allá de las fronteras de la ciudad antigua. Como consecuencia de ello, la República llegó a dominar sobre toda Italia y mucho más allá. Además, la República a menudo otorgó la ciudadanía romana, que era muy valorada, a los pueblos conquistados, que así no sólo llegaron a ser meros súbditos, sino ciudadanos romanos autorizados a gozar de todos los privilegios y derechos de la ciudadanía. 




			Sabia y generosa como era esta concesión, si juzgamos a Roma desde la perspectiva actual, descubrimos un defecto enorme: Roma nunca adaptó adecuadamente sus instituciones de gobierno popular al inmenso aumento del número de ciudadanos y de las grandes distancias geográficas de Roma. Visto desde nuestros días, resulta curioso que las asambleas en las que estaban autorizados a participar los ciudadanos romanos siguieran celebrándose, como en sus orígenes, dentro de la ciudad de Roma —en el mismo Foro que, en ruinas, todavía hoy pueden visitar los turistas—. Pero para la mayoría de los ciudadanos romanos que habitaban en los extensos territorios de la República, la ciudad estaba demasiado lejana para poder asistir, al menos sin un extraordinario gasto y esfuerzo. En consecuencia, a un creciente y en último término abrumador número de ciudadanos les era negada, de hecho, la oportunidad de participar en las asambleas ciudadanas en el centro del sistema de gobierno romano. Era como si la ciudadanía estadounidense se hubiera otorgado a los ciudadanos de los distintos Estados a medida que el país iba expandiéndose, pero los pobladores de los nuevos estados sólo pudieran ejercer su derecho al voto en las elecciones nacionales presentándose en Washington, D. C. 




			Un pueblo altamente creativo y práctico en muchos aspectos, los romanos nunca inventaron o adoptaron una solución que hoy nos parece obvia: un sistema factible de gobierno representativo basado en representantes elegidos  democráticamente. Antes de que podamos llegar a la conclusión de que los romanos eran menos creativos o capaces que nosotros, recordemos que las innovaciones e invenciones a las que hemos llegado a estar acostumbrados, muchas veces nos parecen tan obvias que con frecuencia nos preguntamos cómo es posible que nuestros predecesores no las inventaran con anterioridad. Muchos de nosotros pronto damos por supuestas cosas que en un tiempo anterior aún tuvieron que ser descubiertas. Así, generaciones posteriores se preguntarán cómo es posible que nosotros hubiéramos pasado por alto algunas innovaciones que ellos darán por supuestas. Debido a lo que tomamos por evidente, ¿no podría ser que nosotros, como los romanos, seamos insuficientemente creativos a la hora de reorganizar nuestras instituciones políticas? 




			Aunque la República romana duró considerablemente más que la democracia ateniense, y durante más tiempo del que ha perdurado cualquier democracia moderna, aproximadamente en torno al año 130 a. C. comenzó a verse afectada por agitaciones civiles, guerras, la militarización, la corrupción y un debilitamiento del robusto espíritu cívico que previamente había existido entre sus ciudadanos. Lo poco que había quedado de las auténticas prácticas republicanas pereció con la dictadura de Julio César. Tras su asesinato en el 44 a. C., una república que antes era dirigida por sus ciudadanos se convirtió en un imperio gobernado por sus emperadores. 




			Con la caída de la República, el gobierno popular desapareció completamente en el sur de Europa. Excepto en los sistemas políticos de pequeñas y dispersas tribus, se esfumó de la superficie de la tierra durante casi un millar de años. 




			



			 






			Italia 




			



			 






			Como una especie extinta que resurge después de un cambio climático masivo, el gobierno popular comenzó a reaparecer en muchas de las ciudades del norte de Italia en torno al 1100 d. C. Una vez más, el gobierno popular se desarrolló en ciudades-estado relativamente pequeñas, no en grandes regiones o países. Siguiendo una pauta ya familiar en Roma y que luego se repetiría durante la aparición de los modernos sistemas de gobierno representativo, la participación en los cuerpos gubernamentales de las ciudades-estado se restringió en principio a los miembros de las familias de las clases altas: nobles, grandes terratenientes y similares. Pero, a su debido tiempo, residentes urbanos de menor nivel socioeconómico comenzaron a reclamar el derecho a participar. Grupos de lo que hoy llamaríamos clases medias —los nuevos ricos, pequeños mercaderes y banqueros, artesanos cualificados organizados en gremios, los miembros de la infantería bajo el mando de caballeros— no sólo eran más numerosos que los de las clases altas dominantes, sino también capaces de organizarse a sí mismos. Aún más, eran capaces de amenazar con rebeliones violentas y, si fuera necesario, llevarlas a la práctica. Como consecuencia, estos grupos —el popolo, como a veces se lo denominaba— obtuvieron el derecho de participar en el gobierno de la ciudad. 




			Estas repúblicas florecieron durante más de dos siglos en algunas ciudades italianas. Muchas de ellas fueron, como Florencia y Venecia, centros de extraordinaria prosperidad, con una esmerada artesanía, arte y arquitectura soberbios, insuperables diseños urbanos, magníficas música y poesía, y participaron de un entusiasta redescubrimiento del mundo antiguo de Grecia y Roma. Lo que las generaciones posteriores llegaron a denominar como la Edad Media llegó a su fin, y apareció el Renacimiento, esa increíble explosión de brillante creatividad. 




			Pero, desafortunadamente para el desarrollo de la democracia, a partir más o menos de mediados del siglo XIV, el gobierno republicano de algunas de las principales ciudades comenzó a dar paso a los perennes enemigos del gobierno popular: declive económico, corrupción, oligarquía, guerra, conquista y toma del poder por parte de gobernantes autoritarios, ya fueran príncipes, monarcas o jefes militares. Esto no fue todo. Vista desde la perspectiva más amplia de las tendencias históricas, la ciudad-estado estuvo condenada como fundamento del gobierno popular por la emergencia de un rival con fuerzas inmensamente superiores: el Estado-nación o país. Las ciudades y otras poblaciones quedaron destinadas a incorporarse a esta entidad más amplia y poderosa, convirtiéndose así, como mucho, en unidades subordinadas de gobierno. 




			Gloriosa como fue, la ciudad-estado era obsoleta. 




			



			 


			

			

			





			Palabras sobre palabras 




			

			 






			Como habrán visto, me he referido al «gobierno popular» en Grecia, Roma e Italia. Para designar su gobierno popular, los griegos, como vimos, inventaron el término democracia. Los romanos se apoyaron en su lengua nativa, el latín, para calificar a su gobierno como «república», y después, los italianos utilizaron ese mismo término para denominar a los gobiernos populares de algunas de sus ciudades-estado. Cabe preguntarse si democracia y república se refieren a modelos de sistemas constitucionales esencialmente diferentes. O, por el contrario, si las dos palabras sólo reflejan diferencias derivadas de las lenguas de las que originariamente provienen. 




			La respuesta correcta fue oscurecida por James Madison en 1787 en un influyente escrito que redactó para conseguir apoyo a la recién propuesta constitución estadounidense. Madison —uno de los principales arquitectos de dicha constitución y hombre de Estado excepcionalmente informado en la ciencia política de su tiempo— distinguió entre «una democracia pura, por la que entiendo una sociedad integrada por un reducido número de ciudadanos, que se reúnen en asamblea y administran personalmente el gobierno», y una «república, por la que entiendo un gobierno en el que tiene efecto el sistema de la representación».2 




			Esta distinción no tenía fundamento en la historia anterior: ni en Roma ni, por ejemplo, en Venecia hubo un «sistema de representación». De hecho, las primeras repúblicas encajan bastante en la definición de Madison de «democracia». Aún más, ambos términos fueron utilizados indistintamente en los Estados Unidos durante el siglo XVIII. 




			La distinción de Madison tampoco se encuentra en ninguna obra de Montesquieu, el conocido filósofo político francés a quien Madison tanto admiraba y tan frecuentemente ensalzaba. Madison mismo debió saber que la distinción que proponía no gozaba de una base histórica firme, y, en consecuencia, hemos de concluir que la introdujo para desacreditar a los críticos que afirmaban que la constitución propuesta no era suficientemente democrática. 




			Como quiera que fuera (la cuestión no está clara), el hecho cierto es que las palabras democracia y república no designaban —a pesar de Madison— diferencias entre tipos de gobierno popular. Lo que reflejaban, al coste de una ulterior confusión, era una diferencia entre el griego y el latín, las lenguas de las que provenían. 




			


			

			



			 






			Europa del Norte 




			



			 






			Ya se llamaran democracias o repúblicas, los sistemas de gobierno popular en Grecia, Roma e Italia carecían todos ellos de algunas de las características cruciales de los gobiernos representativos modernos. La Grecia clásica, así como la Italia medieval y renacentista, se componían de gobiernos populares locales, pero no poseían un gobierno nacional efectivo. Roma sólo tenía, por así decir, un gobierno local apoyado sobre la participación popular, pero no un parlamento popular de representantes electos. 




			Desde la perspectiva de nuestros días, de estos tres sistemas estaban visiblemente ausentes tres instituciones políticas básicas: un parlamento nacional compuesto de representantes electos, y gobiernos locales elegidos por el pueblo que en última instancia estaban subordinados al gobierno nacional. Un sistema que combinara la democracia al nivel local con un parlamento elegido por el pueblo al nivel superior aún tenía que ser inventado. 




			Esta combinación de instituciones políticas se originó en Gran Bretaña, Escandinavia, los Países Bajos, Suiza y otros lugares al norte del Mediterráneo. 




			Si bien las pautas del desarrollo político divergieron mucho entre estas regiones, una visión altamente simplificada se parecería a algo como lo siguiente. En diferentes localidades, hombres libres y nobles comenzarían a participar directamente en asambleas locales. A éstas se sumarían asambleas regionales y nacionales compuestas de representantes, de los que algunos o todos ellos llegarían a ser electos. 




			



			 






			Asambleas locales 




			



			 






			Comienzo con los vikingos, no sólo por razones sentimentales, sino porque su experiencia es poco conocida, aunque muy relevante. Algunas veces he visitado la granja noruega a unas 80 millas al noreste de Trondheim desde donde emigró mi abuelo paterno (y que, para mi satisfacción, todavía se denomina Dahl Vestre o Dahl Oeste). En la cercana ciudad de Steinkjer aún puede verse un anillo hecho con grandes piedras y forma de barco donde los hombres libres vikingos se reunían regularmente desde el 600 al 1000 d. C. en una asamblea decisoria que en noruego se llama Ting. (Por cierto, la palabra inglesa thing proviene de un antiguo vocablo inglés que significaba a la vez cosa y asamblea.) En los alrededores pueden encontrarse lugares similares, algunos incluso más antiguos. 




			Hacia el año 900 d. C., las asambleas de vikingos libres no sólo se reunían en la región de Trondheim, sino también en otros muchos lugares de Escandinavia. Como en Steinkjer, el Ting se celebraba habitualmente en un campo abierto marcado por grandes piedras verticales. En las reuniones del Ting, los hombres libres dirimían disputas; discutían, aceptaban y rechazaban leyes; adoptaban o rehusaban propuestas de cambio de religión (como hicieron cuando adoptaron el cristianismo en lugar de la vieja religión noruega); e incluso elegían o daban su consentimiento a un rey —a quien se hacía jurar fidelidad a las leyes aprobadas por el Ting. 




			Los vikingos sabían poco o nada, ni tampoco les importó lo más mínimo, de las prácticas políticas democráticas o republicanas habidas mil años antes en Grecia y Roma. Partiendo de la lógica de la igualdad que aplicaban a los hombres libres, parece que crearon asambleas por iniciativa propia. Que la idea de igualdad estaba viva y segura entre los hombres libres vikingos lo atestigua la respuesta dada por algunos vikingos daneses cuando, mientras viajaban río arriba en Francia, les preguntó desde la orilla un mensajero: «¿Cómo se llama vuestro señor?». «No tiene nombre», respondieron, «somos todos iguales».3 




			Pero debemos resistir la tentación de exagerar. La igualdad de la que presumían los vikingos sólo se aplicaba a los hombres libres, e incluso éstos diferían en riqueza y condición. Por debajo de los hombres libres estaban los esclavos. Al igual que los griegos y romanos, o incluso los europeos y estadounidenses siglos después, los vikingos poseían esclavos: enemigos capturados en la batalla, o las desdichadas víctimas de ataques por sorpresa sobre pueblos vecinos, o simplemente personas compradas en el antiguo y omnipresente mercado de esclavos. Y, contrariamente a los hombres libres, cuando los esclavos eran liberados, permanecían en relación de dependencia respecto a su antiguo propietario. Si los esclavos constituían una casta por debajo de los hombres libres, por encima se encontraba una aristocracia de familias con riquezas, generalmente en tierras, y condición hereditaria. En el vértice había un rey cuyo poder estaba limitado por su elección, su obligación de obedecer las leyes y por la necesidad de mantener la lealtad de los nobles y el apoyo de los hombres libres. 




			A pesar de estos severos límites a la igualdad, la clase de los hombres libres —campesinos autónomos, minifundistas, granjeros— era lo suficientemente grande como para imponer una perdurable influencia democrática sobre las instituciones políticas y las tradiciones. 




			En algunas otras partes de Europa, las condiciones locales también favorecieron a veces la aparición de la participación popular en el gobierno. Los valles de alta montaña de los Alpes, por ejemplo, dotaron de un cierto nivel de protección y autonomía a los hombres libres dedicados a actividades ganaderas. Así describe Raetia (luego cantón suizo de Graubünden) en torno al 800 d. C. un escritor actual: «Los campesinos libres... se encontraron en una situación igualitaria única. Unidos por su común condición... y por su común derecho de uso sobre los pastos de montaña, desarrollaron un sentido de la igualdad completamente opuesto al impulso jerárquico, consciente de los rangos, del feudalismo medieval. Este espíritu distintivo acabaría dominando la posterior aparición de la democracia en la República de Raetia».4 




			



			 






			De las asambleas a los parlamentos 




			



			 






			Cuando los vikingos se aventuraron hacia el oeste y llegaron a Islandia, trasplantaron sus prácticas políticas y en diversas localidades recrearon un Ting. Pero hicieron algo más: anticiparon la posterior aparición de los parlamentos nacionales en otros lugares; en el 930 d. C. crearon una especie de supra-Ting, el Althing o Asamblea Nacional, que durante tres siglos siguió siendo la fuente del derecho islandés hasta que los islandeses fueron finalmente subyugados por Noruega.5 




			Entretanto, se desarrollaron asambleas regionales en Noruega, Dinamarca y Suecia y después, como en Islandia, asambleas nacionales. Aunque el crecimiento subsiguiente del poder del rey y de las burocracias centralizadas bajo su control redujo la importancia de estas asambleas nacionales, dejaron su huella sobre desarrollos posteriores. 




			En Suecia, por ejemplo, la tradición de participación popular en las asambleas del período vikingo condujo en el siglo XV a un precursor del parlamento representativo moderno cuando el rey comenzó a convocar reuniones de representantes de los diferentes sectores de la sociedad sueca: nobleza, clero, habitantes de los burgos y gente común. Estas asambleas se convertirían eventualmente en el Riksdag sueco o parlamento.6 




			En el ambiente radicalmente distinto de los Países Bajos y Flandes, la expansión de la manufactura, el comercio y las finanzas contribuyó a crear clases medias urbanas compuestas por personas que controlaban considerables recursos económicos. Los gobernantes, perpetuamente hambrientos de ingresos, no podían ignorar este rico filón, ni gravarlo sin contar con el consentimiento de sus poseedores. Para obtener el consentimiento, los gobernantes convocaron asambleas de representantes provenientes de las ciudades y de las clases sociales más importantes. Aunque estas asambleas, parlamentos o «estados», como fueron denominadas a veces, no evolucionaron directamente hasta las legislaturas nacionales de hoy, sí establecieron tradiciones, prácticas e ideas que favorecieron profundamente tal impulso. 




			Entretanto, desde comienzos oscuros empezaba a ver la luz gradualmente un parlamento que en los siglos venideros ejercería con mucho la mayor influencia sobre la idea y la práctica del gobierno representativo. Era el parlamento de la Inglaterra medieval. Un producto de evolución ciega más que de intención y diseño, el parlamento surgió de asambleas convocadas esporádicamente, y bajo la presión de la necesidad, durante el reinado de Eduardo I desde 1272 a 1307. 




			Cómo evolucionó el parlamento desde estos comienzos es una historia demasiado larga y compleja para resumirla aquí. Hacia el siglo XVIII, sin embargo, tal evolución había conducido a un sistema constitucional en el que el rey y el parlamento estaban cada uno limitado por la autoridad del otro; dentro del parlamento, el poder de la aristocracia hereditaria en la Cámara de los Lores estaba compensado por el poder del pueblo en la Cámara de los Comunes; y las leyes promulgadas por el rey y el parlamento eran interpretadas por jueces que la mayoría de las veces, aunque no siempre, eran independientes del rey y del parlamento. 




			Durante el siglo XVIII, este aparentemente maravilloso sistema de frenos y contrapesos entre las principales fuerzas sociales del país y la separación de poderes dentro del Estado fueron ampliamente admirados en Europa. Fue enaltecido, entre otros, por Montesquieu, el famoso filósofo político francés, y admirado en Norteamérica por los Padres de la Constitución, muchos de los cuales confiaron en crear en su país una república que fuera capaz de retener las virtudes del sistema inglés sin los vicios de la monarquía. La república que contribuyeron a formar habría de proporcionar, a su debido tiempo, algo así como un modelo para muchas otras repúblicas. 




			



			 






			Democratización en camino, pero sólo en camino 




			



			 






			Mirando atrás desde la ventaja que ofrece la percepción retrospectiva, podemos ver con facilidad cómo a comienzos del siglo XVIII habían aparecido en Europa las ideas y prácticas políticas que habrían de convertirse en importantes elementos de las visiones e instituciones democráticas posteriores. Valiéndonos de un lenguaje que es más moderno y abstracto del que la gente de aquel tiempo hubiera utilizado, permítanme resumir cuáles eran esos elementos. 




			Favorecidos por condiciones políticas y oportunidades presentes en algunos lugares de Europa —en especial en Escandinavia, Flandes, los Países Bajos, Suiza y Gran Bretaña—, la lógica de la igualdad estimuló la creación de asambleas locales en las que los hombres libres podían participar en el gobierno, al menos hasta cierto punto. La idea de que el gobierno requería el consentimiento de los gobernados, una pretensión que inicialmente afectaba a la exacción de impuestos, fue creciendo gradualmente hasta abarcar a las leyes en general. En un territorio demasiado extenso para la celebración de asambleas primarias de hombres libres, como en una extensa ciudad, región o país, el consentimiento precisaba de una representación en la institución que imponía tributos y hacía leyes. En claro contraste con la práctica ateniense, la representación debía ser asegurada, no mediante el sorteo o el azar, sino mediante la elección.  Para asegurar el consentimiento de los ciudadanos libres en un país, nación o Estado-nación, harían falta legislaturas o parlamentos de representación electoral a distintos niveles: local, nacional, o quizá también provincial, regional o de otros niveles intermedios. 
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